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			Sinopsis

		

		
			Esta obra ofrece una introducción completa, breve y asequible a los conceptos básicos para comprender el papel del sector público en el estado del bienestar y su funcionamiento, adaptando su contenido a las necesidades de aprendizaje y comprensión de los alumnos de Ciencias Económicas, así como para cualquier persona interesada en el tema, aunque carezca de formación previa en disciplinas económicas. El lector aprenderá a familiarizarse con los diversos aspectos de la Economía Pública antes de profundizar en la materia, gracias a los ejemplos prácticos que en muchos casos evitan la complejidad matemática sin sacrificar la profundidad en la exposición y desarrollo de los conceptos esenciales. El enfoque general y abstracto permite evitar las referencias geográficas o temporales, siendo unan obra de gran utilidad para complementar las clases, ya que se centra en aspectos más aplicados y actualizados, específicos de la Economía Pública española y comparada.

		

	
		
			La Economía pública en el estado del bienestar

			Nueva edición actualizada

			Fernando Álvarez, Juan Francisco Corona y Amelia Díaz
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			PREFACIO

			El maestro se manifiesta en primer lugar en su capacidad de concisión.

			HARRY MULISCH, El descubrimiento del cielo

			 

			Hace ahora veintinueve años publicamos nuestro primer manual titulado Teoría básica de Hacienda pública. Tuvimos entonces la inmensa fortuna de que nuestro maestro y amigo, Enrique Fuentes Quintana, accediese encantado a redactar un magnífico prólogo que hemos ido incluyendo en las sucesivas ediciones y en otros manuales sobre economía pública. Hoy hemos querido mantener la tradición e incorporarlo también aquí, ya que sigue de rabiosa actualidad.

			En ese largo recorrido de casi treinta años muchos han sido los cambios que se han producido en la economía y en la vida de todos nosotros. Por el camino hemos ido perdiendo a personas muy queridas y admiradas, con las que tenemos una deuda enorme de gratitud personal y profesional. El 9 de noviembre de 2004, siempre demasiado temprano, nos dejaba un amigo muy querido y un economista inolvidable, Eugenio Domingo Solans, con quien íbamos a compartir el manual que finalmente publicamos diez años más tarde. En nuestro recuerdo están muchas horas compartidas, muchas experiencias y muchos sueños también. El 6 de junio de 2007 nos abandonaba Enrique Fuentes Quintana, con quien compartimos textos, viajes, seminarios, lugares y sobre todo una amistad inquebrantable. En lo profesional fue y será siempre un referente: leyéndole y oyéndole resultaba fácil entusiasmarse con la economía. Para siempre quedan ya sus textos, sus libros excelentes, con ese cuidado y esmero de quien ama la palabra y el conocimiento.

			Si bien los adioses a amigos muy queridos han dejado para siempre cicatrices en el alma, no es menos cierto que estos largos años han traído también novedades importantes y enriquecedoras. Nuestro «equipo de trabajo» ha dejado de ser un dúo para convertirse en trío, con la incorporación de Fernando Álvarez, amigo desde hace muchos años, profesor de Economía Pública, enamorado de la docencia, quien comparte entusiasmo y dedicación a la economía pública y cuya participación ha sido sin duda esencial.

			Así, a tres voces al unísono, sólo nos resta señalar que el contenido de este texto es el resultado de varias decenas de años de compartir docencia en diferentes ámbitos con todo lo que ello implica: definición del programa, selección de temas que tratar, enfoque adoptado, así como de muchas horas dedicadas a comentar y valorar estas cuestiones con algunos de los excelentes alumnos que hemos tenido en nuestra vida universitaria.

			Estas experiencias se han plasmado en la adopción de un criterio básico como orientador del trabajo: el realismo. La economía es un mundo de second best y también debe serlo este manual. La masificación universitaria, el nivel de formación de los alumnos que ingresan en la universidad, el entorno social y las propias dificultades de las tareas cotidianas obligan a replantearse el alcance y las posibilidades de un trabajo de estas características. En este sentido, un libro de texto debe ser, por encima de todo, útil para el lector, y con esta intención ha sido planificado y escrito, suprimiendo algunos de los temas clásicos de este tipo de manuales, reduciendo la dimensión y el alcance de otros e incorporando algunos nuevos.

			FERNANDO ÁLVAREZ, JUAN F. CORONA y AMELIA DÍAZ
Barcelona, julio de 2023

		

	
		
			PRÓLOGO

			Teoría básica de la Hacienda pública

			
LA IMPORTANCIA DE LA ASIGNATURA


			Un manual de Hacienda pública, editado bajo la calificación previa de teoría básica, debe cumplir con un deber prioritario: legitimar su publicación, es decir, su oferta, tratando de mostrar a sus lectores y potenciales demandantes las razones con las que pretende ganarse un lugar en el mercado competitivo de la enseñanza de la materia, hoy dominado por una múltiple concurrencia de los excelentes manuales disponibles.

			Es esta tarea la que dará el argumento a mi prólogo de Teoría básica de Hacienda pública, escrito por Juan Corona y Amelia Díaz, dos profesores a los que he visto llegar con vocación docente ilusionada y perseverante al campo de mi especialidad, siguiendo la estela de mis «Apuntes de Hacienda pública», con los que se han formado muchas generaciones de economistas y hacendistas españoles.

			Esa tarea de reconocer la llegada del manual de Juan Corona y Amelia Díaz al competitivo mercado español, al que me he referido, no puede realizarse olvidando las dos coordenadas que sitúan su aparición y de las que debe derivar la fuerza y el sentido de su presencia. Obviamente esas coordenadas son las del lugar y el tiempo en las que el manual se publica: España y los años noventa. ¿A qué demanda puede atender, en la España actual de los noventa, la obra que Juan Corona y Amelia Díaz nos ofrecen? Responder a esta pregunta constituirá el deber que he asumido —y que trataré de cumplir en la medida de lo posible— al prologar el trabajo de los autores que me lo han solicitado.

			Ese deber personal de responder a la pregunta, que concreta el argumento de mi prólogo, me ha recordado el epígrafe que figuraba en todos los programas escolares y en muchos manuales en mis lejanos días de estudiante: la importancia de la asignatura. Una pregunta a cuya respuesta mis profesores de entonces dedicaban poca atención y menos palabras. En verdad la pregunta no era de fácil respuesta porque su propósito era destacar el interés de la enseñanza de la asignatura a los alumnos que iniciaban sus estudios de la materia y que, lógicamente, ignoraban su contenido. ¿Cómo justificar, desde ese desconocimiento escolar, el interés por lo que había de ser el tema de las lecciones futuras que debían ocupar la atención y el estudio?

			Mis recuerdos personales de esa experiencia, tan lejana en el tiempo, me ayudan muy poco para orientarme en este caso. Porque las respuestas de los profesores para legitimar la importancia de la asignatura eran entonces tan variadas como poco convincentes. Las más trabajadas buscaban los motivos del interés de su asignatura en nuestra formación económica o jurídica y concluían, inevitablemente, proclamando el carácter prioritario de la materia para nuestra formación y el ulterior ejercicio profesional. Unas respuestas que, al coincidir todas las materias en la superlativa importancia de sus enseñanzas, devaluaban ante nosotros esa proclamación de la prioridad que demandaban para nuestro estudio porque anteponer todo equivalía a no jerarquizar nada. No faltaban, en esta circunstancia, profesores más pragmáticos que limitaban su explicación al contundente argumento de que la asignatura figuraba en el plan de estudios y que el trabajado estudio de la misma era fundamental para obtener el título universitario al que aspirábamos, argumento que, a veces, se reforzaba indicándonos la presencia en el aula de alumnos que no habían aprobado la asignatura ni en junio ni en septiembre y que ese nivel de exigencia continuaría de forma inexorable en el curso que se iniciaba. Una alegación con la que trataban de estimularnos al estudio de la asignatura tan importante con el dolor de la atrición que sembraba entre nosotros el temor al posible suspenso final. No puede extrañar que esa experiencia convirtiese al tema de la importancia de la asignatura en una cuestión devaluada ante los estudiantes que fue desapareciendo de los programas y las lecciones de las distintas materias.

			Esta experiencia vivida sobre la importancia de la asignatura parece prometer poco —si algo— para cumplir con mi deber de referir a ella el contenido argumental de este prólogo. Tanto más cuanto que Teoría básica de Hacienda pública de Juan Corona y Amelia Díaz no se integra en las asignaturas de una licenciatura universitaria determinada, sino que aspira a ofrecer a un núcleo amplio de universitarios y profesionales una teoría básica de la Hacienda pública para conocer sus problemas y su lógica, conocimiento del que debería partir el estudiante que siga sus lecciones para profundizar en lo que en ellas aprenda al servicio de su cultura y su formación, o bien al propósito de continuar su formación ulterior en el campo de la Hacienda pública. Se trata de un manual cuya apología debe hacerse desde la curiosidad, el interés o la vocación que pueda despertar en un universitario o profesional de nuestro tiempo el estudio de las materias de las que la Hacienda pública se ocupa, es decir, estaríamos así en el polo opuesto del estudio de una materia, motivado por la fuerza de la atrición que pueda despertar el solo temor al suspenso final. Lo que los autores de este libro pretenden es que los estudiantes que sigan sus lecciones las valoren por el amor al conocimiento, al sentirse atraídos vocacionalmente hacia el estudio de la Hacienda pública. Es esta pretensión del manual la que le concede su personalidad y su principal atractivo para un profesor de Hacienda pública. El libro no aspira a sustituir ni a competir con los existentes que, a nivel intermedio o avanzado, se dirigen a la formación de los economistas. Lo que Teoría básica de Hacienda pública de Juan Corona y Amelia Díaz ofrece es algo más ambicioso y distinto: extender esa oferta de los saberes de la Hacienda pública reclamando el interés de su conocimiento para un amplio grupo de universitarios o profesionales. Unos conocimientos básicos de la Hacienda pública que se ponen a su disposición sin exigir la formación previa en la materia con la que iniciarse en su estudio. Es en esta pretensión del manual en la que debe justificarse su publicación en la España de los años noventa.

			
LA IMPORTANCIA DEL ESTUDIO DE LA HACIENDA PÚBLICA EN LA ESPAÑA 
DE LOS NOVENTA


			¿Qué argumentos legitiman el estudio de los problemas básicos de la Hacienda pública en esta década del fin de siglo en España? Es ésta la pregunta que hay que contestar para entender la importancia del propósito al que responde la iniciativa y el trabajo de los autores que nos ofrecen la lectura y el estudio de su manual.

			Debo comenzar afirmando que pocos campos de la realidad económica de nuestro tiempo cuentan con más y mejores argumentos que los que dispone el estudio del comportamiento económico del sector público para atraer al núcleo amplio de universitarios y profesionales a su conocimiento y estudio, al que se dirige la obra de Juan Corona y Amelia Díaz.

			Uno de los hechos más sorprendentes de nuestra vida económica y financiera es el considerable retraso con el que la Hacienda pública española se incorpora a las reformas registradas en las Haciendas de los principales países desarrollados y, fundamentalmente, los europeos. El desempeño por la Hacienda pública de las funciones de ofrecer una fluida provisión de bienes públicos, de programar los ingresos y gastos públicos al servicio de una distribución más equitativa de la renta y la riqueza nacionales, o de utilizar el estímulo fiscal o el del gasto para intensificar el desarrollo de la actividad económica, no despertó modificación efectiva alguna en nuestra Hacienda pública desde que, a finales del siglo XIX, comenzó a manifestarse en los programas de ingresos y gastos públicos de los principales países de Europa. Este comportamiento diferencial de nuestra Hacienda pública la desvinculó del fenómeno más importante del siglo actual: el que el destacado hacendista norteamericano Richard Abel Musgrave denomina el singular y extraordinario desarrollo del sector público que en los principales países industriales está en escena desde finales del siglo XIX y cuyas etapas estelares discurren asociadas con los dos grandes conflictos bélicos del siglo actual. De esta manera, mientras en las Haciendas de otros países el proceso de modernización del sector público ocupa medio siglo, en España el tiempo perdido en el pasado se pretendió ganar en pocos años: los que van de 1975 a los comienzos de la década de los noventa. Dicho en otros términos: el proceso de modernización de la Hacienda pública española ha sido diferente por tardío; rápido por la corta fase de adopción temporal de sus principales decisiones, e intenso por el reto que su asimilación imponía a una economía agobiada por una situación de crisis y por el cambio político en que se desarrolló.

			Es ese proceso de modernización acelerada de la Hacienda pública en España el que otorga al conocimiento de sus problemas, en el momento actual, una importancia indiscutible en el campo económico y en el político para la opinión técnica y para la opinión pública. No existe hoy aspecto alguno de la Hacienda pública que no suscite la atención y la discusión popular. Las palabras clave de la Hacienda pública coinciden hoy en una sola cosa: despertar en quien las escucha las más violentas y encontradas emociones. Hablar hoy de impuestos, justicia impositiva, fraude fiscal, IVA, deuda pública, gastos en infraestructuras, sanidad y pensiones, por ejemplo, no da motivos ciertamente para una conversación pacífica, sino para discusiones de defensa o descalificaciones —las más de las veces— apasionadas de la conducta de la Hacienda pública respecto de esos términos financieros. Constituye un hecho adicional constatable que, con indeseable frecuencia, quien condena al impuesto sobre el valor añadido (IVA) que ha pagado, cuando comprueba su molesta presencia en la factura o quien protesta de lo que le «sale» en el impuesto sobre la renta, o quien se asusta de la multiplicación de la deuda pública y se preocupa por el valor futuro de algún título que haya podido suscribir, no tiene una idea precisa de lo que es el IVA, desconoce los fundamentos del impuesto sobre la renta e ignora el significado y el papel de la deuda pública en el país que la emite. De esta manera, nuestro tiempo y el intenso proceso de modernización de la Hacienda pública han puesto sus problemas en la calle, que los discute con pasión, pero las más de las veces sin razón porque el lenguaje emplea términos cuyo significado preciso se ignora. De esta manera, el proceso de modernización de la Hacienda pública española corre el grave riesgo de no llevarse a término en nuestra sociedad y que el sector público español no pueda desempeñar las funciones vitales que le corresponden en una economía moderna al servicio de su progreso y desarrollo. Siempre he pensado que el gran economista español Francisco Bernis supo expresar por todos nosotros un pensamiento en el que concluyen todas las experiencias de aplicar la economía o la Hacienda pública para mejorar la administración de los recursos en la sociedad española: «La mejora en la administración de los recursos escasos de cualquier sociedad —y, por supuesto, de la nuestra— no podrá conseguirse sin crear una amplia conciencia colectiva sobre nuestros principales problemas económicos y sus posibles soluciones. Es esta ignorancia general o la falta de un conocimiento aceptable de los problemas de la economía o de la Hacienda pública en España la que perpetúa su presencia y eterniza su solución, porque una buena administración económica ha de ser obra de todos y no el proyecto luminoso de unos pocos. Sin mejorar los conocimientos básicos de economía y Hacienda pública, difícilmente podrá avanzarse en la modernización de nuestra economía o de nuestra Hacienda. Sobre la deficiencia de esa labor pedagógica que los economistas españoles debemos realizar de los conceptos y principios básicos de la economía y la Hacienda pública, creo que es conveniente escuchar con humildad, la filípica que nos ha dirigido alguien tan distinguido en nuestra profesión como es el profesor Gabriel Tortella, reciente Premio de Economía rey Juan Carlos. He aquí sus palabras: «La impenetrabilidad española a los principios elementales de la economía o de la Hacienda, ciencia que, por otra parte, ha parecido sombría a más de uno, es síntoma del fracaso de los economistas españoles. Parece mentira que tantas decenas de miles de estudiantes pasen anualmente por las aulas de las facultades de Economía y que su paso se refleje tan poco en la opinión popular. Los economistas hemos sido malos profesores o malos divulgadores de las ideas económicas».

			No puede afirmarse, ciertamente, que Juan Corona y Amelia Díaz hayan desoído los viejos consejos de Bernis o las recientes condenaciones a nuestro ejercicio profesional por desatender a la extensión de la formación económica que acentúa dramáticamente Gabriel Tortella, porque su manual se ha escrito para extender los conocimientos de la Hacienda pública a un amplio núcleo universitario y profesional de los que debe partir la imperativa modernización de la Hacienda española.

			¿Es tan importante —además de actual y urgente— esta tarea de modernizar la Hacienda pública de España? Es ésta una pregunta que debe encontrar su respuesta partiendo del carácter instrumental que siempre tiene la Hacienda pública. En efecto, sus medios deben servir a los objetivos de la política económica vigentes en el país y, desde esa perspectiva, debe entenderse su lógica y su sentido. Pues bien, la importancia actual de la Hacienda pública española se deriva de las funciones que debe desempeñar en el modelo de economía abierta con el que España aspira a lograr su progreso económico a partir de la apuesta decisiva por ese modelo que se realizó con la adhesión de nuestro país a la entonces Comunidad Económica Europea. Esta apuesta española por el modelo de economía abierta demuestra la urgencia e importancia de la modernización de la Hacienda pública y explica, también, que el país no hubiera iniciado y realizado esta modernización hasta 1975.

			No la hubiera iniciado antes —se afirma— porque el modelo económico en el que se había inspirado España, tratando de impulsar su desarrollo, no era el abierto que hoy debe dominar nuestra política económica y nuestros comportamientos. Se trataba de un modelo opuesto para el que el profesor Juan Velarde ha propuesto el calificativo de modelo castizo acentuando así la apelación a los sentimientos populares en que fundamentó su aceptación, o bien para subrayar su carácter tradicional en el que se inspiraba su contenido. Ese modelo castizo de nuestro desarrollo contaba con tres principios dogmáticamente defendidos desde su aparición en la escena española: 1.º) El cierre del mercado nacional a la competencia extranjera mediante el tupido cedazo de los elevados derechos de un arancel protector, sustituido más tarde por el muro impenetrable de los contingentes, el apoyo de las ayudas ocasionales de la sobrevaloración del tipo de cambio o de las permanentes que incorporaban nuestras leyes de protección a la industria nacional. 2.º) La reglamentación intervencionista del Estado de la actividad económica. Las decisiones de los agentes económicos del país durante la vigencia de ese modelo estuvieron empapeladas por las previas decisiones discrecionales de la Administración pública. Los grandes empresarios del país fueron, en muchas ocasiones, los grandes concesionarios de servicios, de obras o actividades por parte de la Administración estatal o las territoriales. Sin ese fíat administrativo, de nada servían la capacidad e iniciativa empresariales. El término más repetido por los empresarios, tendentes a llevar a cabo sus proyectos obteniendo la previa aprobación administrativa, ha sido —y por desgracia aún es— esa pregunta dramática que tiene como interlocutor al funcionario y como escena la ventanilla o el mostrador de la oficina pública: «¿Cómo va lo mío?», pregunta de importancia vital porque sin una respuesta positiva, el empresario sabía que nada se podía hacer. Ese dominio de la intervención pública y discrecional era una consecuencia de que en España no se había contado nunca con un sistema de economía de mercado que asegurase las libertades en que ese sistema se fundamenta: libertad de producción, libertad de intercambio, libertad de consumo y libertad de elección del puesto de trabajo. Unas libertades y un sistema económico que dejara la administración de los recursos escasos de la sociedad española a la selección de quienes fueran capaces de aguantar y superar los duros vientos del interés y el beneficio que soplan siempre en los mercados dominados por la competencia. 3.º) No comprometer la estabilidad de precios ni con un sistema monetario ni con políticas capaces de implantarlo. En España no hemos contado con la disciplina de un sistema monetario y la política del Banco de España se ha limitado durante muchos años a suministrar pasivamente la caja que necesitaba el Estado para salir adelante en el cumplimiento de sus compromisos y ha concedido el aumento del crédito preciso para financiar la empresa privada.

			La vigencia dogmática de estos principios avalaba un desarrollo económico cuyos defectos y problemas denunció muy pronto la que he denominado la mejor tradición de los economistas españoles, que encabeza la figura singular del profesor Flores de Lemus y que integra la obra y la posición de otros destacados maestros: Perpiñá Grau, Luis Olariaga, Valentín Andrés Álvarez y Manuel de Torres. Defectos y problemas creados por el modelo castizo con cuyos costes se enfrentaría diariamente la sociedad española: la limitación de un desarrollo así concebido por la corta extensión del mercado interno, cautivo de sus producciones que no generaban el beneficio de las economías internas y externas por la limitada demanda que del interior podría recibirse; crisis graves y periódicas en la balanza de pagos por la imposibilidad o dificultad de contar con exportaciones competitivas; imposibilidad o dificultad de la adaptación de las empresas a los ajustes necesarios impuestos por los cambios en las circunstancias internacionales o por los propios requerimientos del proceso interno de desarrollo. Ajustes empresariales obligados pero imposibles de realizar con la rapidez necesaria por la previa aprobación reglamentaria del Estado y, en fin, el carácter crónicamente inflacionista del proceso de desarrollo, ya que ese modelo nunca aceptó la disciplina monetaria como garantía de estabilidad.

			Las funciones de la Hacienda pública en ese modelo castizo fueron, en verdad, tan limitadas como mal entendidas. Limitadas porque el cuadro de impuestos vigente careció, desde su nacimiento contemporáneo en 1845, de capacidad recaudatoria y suficiencia en la cobertura del gasto público; por otra parte, su lógica impositiva era anticuada y la distribución de la imposición violentaba los principios más elementales de equidad. Mal atendidas porque, incluso, los gastos elegidos no pudieron cubrirse con los ingresos disponibles de la imposición incurriéndose en déficit público, lo que obligaría a poner al servicio de su financiación a la política monetaria y admitir la servidumbre del Banco de España, que nació con esta hipoteca en el siglo XIX y que la conservaría en gran parte de su recorrido a lo largo de este siglo, sin conciencia pública durante muchos años de esta conducta condenable.

			La vigencia de ese modelo castizo del desarrollo económico de España es de larga data porque su construcción arranca de la ideología y del oportunismo político de Cánovas del Castillo, que imprime sus primeras características con el proteccionismo arancelario de la Restauración. El arancel del 31 de diciembre de 1891 y las incidencias que acompañarían a su aplicación cerrarán el mercado interno con unos derechos protectores que caminarían, a lo largo del pasado siglo y el actual, hacia una concepción del proteccionismo que el economista alemán Wilhelm Lexis definiría como integral para significar el deseo imposible de protegerlo todo porque la protección —como afirmara Flores de Lemus— es siempre relativa. Ahora bien, cualquiera que fuera el grado de protección relativa a los distintos sectores productivos, era cierto que el elevado nivel del arancel aislaba a la economía española de la internacional, cerrando nuestro mercado interno.

			A esa protección integral de edad tan venerable se añadiría el intervencionismo del Estado que preside el recorrido del siglo actual y que contó con la réplica y el complemento de la organización corporativista de los sectores productivos, asociados en su defensa reconocida por el poder público, que alejaba el sistema económico español de los principios y libertades de la economía de mercado. Finalmente, el abandono de toda disciplina financiera la denuncian los acontecimientos históricos desde 1868: el abandono del proyecto de ingresar en la Unión Monetaria Latina, la renuncia a los intentos de implantar el patrón oro, planteados de 1876 a 1883, y el camino hacia un sistema fiduciario que quedaba abierto desde 1883. Un sistema que domina en el siglo actual sin imponer cortapisa alguna a la creación de dinero. Por otra parte, el Banco de España no nació para aplicar una política monetaria garante de la estabilidad, sino para financiar el déficit del Estado o el aumento del crédito privado. Luis Olariaga acertaría al afirmar que

			el capitalismo español —pasivo— ha renunciado a las ventajas que podría representarle una moneda estable, en orden a los negocios internacionales, a cambio de tener las manos libres en la proliferación del crédito. La inestabilidad monetaria ha sido en España un seguro contra la escasez de recursos financieros y contra las particulares desazones de los cambios de coyuntura internacionales. Gracias a ella, entidades financieras españolas que, sin el auxilio de la emisión de billetes por el Banco de España, hubiesen tenido que ceñir más modestamente sus negocios a las proporciones de su capital efectivo, pudieron hallar márgenes de crédito indefinidos para promover toda clase de empresas... Todo ello a costa, naturalmente, de que el país tuviese reducida al mínimo la intensificación de riqueza que las compenetraciones de las economías nacionales siempre provocaron y a costa de que el consumo nacional no haya encontrado jamás defensa contra la tendencia a la constante elevación de los precios y de que los españoles no hayan sabido nunca, a ciencia cierta, el valor real de su dinero.

			Los avatares históricos de la economía española, desde 1890, pueden seguirse, con la lógica y las directrices del modelo castizo, que orientó la administración de la política económica. Y la crítica de esas decisiones puede hallarse en los economistas españoles que nunca aceptaron sus principios pero que fueron permanentemente desoídos desde el poder e ignorados por la opinión pública. No puede extrañar que, en estas condiciones, la Hacienda pública española acumulase un enorme retraso en el proceso de su modernización frente a las Haciendas europeas, al que me he referido anteriormente.

			Es de justicia reconocer que los economistas que integraron la mejor tradición de nuestro pensamiento, a los que antes he aludido, no se limitaron a oponerse al modelo de economía cerrada que habían afincado los intereses que protegía y las poderosas corruptelas acumuladas por el transcurso del tiempo que conformaron la ordenación de las distintas instituciones españolas y sus prácticas diarias (Banco de España y ordenación y comportamientos de la Hacienda pública). Las aportaciones de ese pensamiento económico español suministrarían, además, las ideas básicas y los proyectos reformadores que debían inspirar un modelo de economía abierta del que formaba parte fundamental la modernización de nuestra Hacienda pública.

			Sin embargo, ese modelo de economía abierta tendría que esperar muchos años para sustituir al modelo castizo. La primera fecha histórica de ese cambio trascendente es la del llamado «Plan Nacional de Estabilización Económica» de 1959, elaborado por el Gobierno español de acuerdo con las misiones del Fondo Monetario Internacional y la Organización Europea para la Cooperación Económica, y que contó con el apoyo de tres fuerzas de importancia decisiva: las nuevas generaciones de economistas que, salidos de las facultades, habían ido poblando puestos clave en los ministerios de Hacienda y  de Economía y en el Banco de España; las ideas dominantes en la Europa de aquellos años cuya administración económica respondía a los principios de una economía abierta y que había logrado una expansión económica excepcional que los españoles de aquel tiempo no podían ignorar y que forzaban su aceptación en España; y, en tercer lugar, el fracaso escandalosamente visible del modelo castizo que evidenciaban los hechos económicos de 1959 y que tenían como acontecimiento definitivo la crisis de la balanza de pagos que, como afirmaría Joan Sardà, «enfrentaba al país con la amenaza de la suspensión de pagos frente al exterior».

			Cuando se analiza la política contenida en el Plan Nacional de Estabilización Económica de 1959 se comprueba que las cinco decisiones de las que constaba la nueva política defendida por nuestros economistas eran las que integraban su contenido. En efecto, el correcto entendimiento del Plan Nacional de Estabilización exige evaluarlo a partir de los que fueron sus propósitos inmediatos y expresos: lograr un equilibrio interno en los precios, reduciendo la inflación y las expectativas alcistas que dominaban la escena española en 1959; liberalizar el comercio exterior y conseguir la convertibilidad de la peseta para facilitar los intercambios y liberalizar la actividad económica interna eliminando el intervencionismo. Todas esas medidas trataban de servir a los que constituían sus objetivos finales: dar continuidad al desarrollo y facilitar la integración de la economía española en la internacional, comenzando por la Comunidad Europea.

			El Plan Nacional de Estabilización Económica aspiraba, así, a realizar un cambio histórico del marco institucional de la economía española abandonando la tradición intervencionista que recorre todo el siglo actual y modernizando la Hacienda pública para permitir la práctica de una política monetaria activa al servicio de la estabilización y el desarrollo de la economía. La fidelidad a estas dos líneas básicas de reforma —liberalizar las regulaciones básicas que afectaban al sector privado y modernizar la Hacienda pública— y su seguimiento perseverante condicionarían la plena implantación del modelo de economía abierta por el Plan Nacional de Estabilización Económica de 1959.

			Por desgracia, la fidelidad de la política económica española a las dos líneas básicas del modelo de economía abierta no inspiraría las decisiones posteriores del Gobierno español en la década de los años sesenta.

			Las reformas liberalizadoras tendentes, como el programa decía, a «flexibilizar la economía» se detuvieron e, incluso, se introdujeron nuevas regulaciones interventoras a la sombra de los Planes de Desarrollo. En tres direcciones fue especialmente visible esta detención o retroceso: en la reforma siempre aplazada del mercado de trabajo, en la regulación del sector industrial para la creación de nuevas industrias y ampliación de las existentes y en el sistema financiero en el que se extendió una regulación que limitaba la aparición de nuevas instituciones financieras, frenaba la competencia de las existentes y el uso y destinos del ahorro financiero del país.

			Por otra parte, la reforma de la Hacienda pública no avanzó suficientemente. Se intentó una reforma tributaria en 1964, pero con tantas deficiencias técnicas que no supusieron modernización alguna. La única aportación de los años sesenta residió en la política restrictiva del gasto y en una mayor disciplina financiera que consiguieron equilibrar el presupuesto a costa de dejar crecer los gastos de la Seguridad Social —situados al margen de la disciplina presupuestaria— financiándolos con el aumento de las cotizaciones de la Seguridad Social que se convertirían en el primer impuesto del país. La Hacienda pública perdió, así, en los años del desarrollo de los sesenta y primeros de los setenta, una oportunidad histórica para modernizarse. Los proyectos para esa modernización estaban incluso disponibles, pero no fueron atendidos. Los llamados «Libro Verde» y «Libro Blanco», que es como se conocieron los dos Informes sobre el Sistema Tributario Español elaborados en el Instituto de Estudios Fiscales bajo mi dirección, contenían un programa detallado de la reforma tributaria basado en un cuadro impositivo de estilo europeo cuya aprobación habría supuesto una modernización importante de nuestra Hacienda pública en fecha bien temprana y oportuna (finales de los años setenta).

			La demora en modernizar la Hacienda pública durante los sesenta y primera mitad de los setenta iba a ocasionar que cuando, en 1975, se inicia la etapa de transición política, el nuevo régimen democrático recibiera la pesada herencia de una crisis abierta por factores internacionales de enorme repercusión en nuestra economía y, al mismo tiempo, el pesado legado de un sistema económico dominado por las intervenciones públicas que acentuaban su costosa rigidez y un sector público que había desaprovechado las mejores oportunidades para su indispensable modernización en los años sesenta y comienzos de los setenta.

			El conocimiento y evaluación de esa pesada herencia recibida y la respuesta de la política económica a sus problemas se contienen en los dos programas de ajuste a la crisis realizados por Gobiernos de distinto signo político, pero de muy semejante contenido en las políticas económicas que los mismos propugnaban. Estos programas de ajuste son los Pactos de la Moncloa de 1977 y el Programa Económico a Plazo Medio del Gobierno socialista de 1983 a 1988. Ambos programas coincidían en la necesidad de practicar una política de ajustes a la crisis con medidas de saneamiento, para restablecer los equilibrios perdidos en la economía, y unos planes de reforma que contribuyeran a repartir, con equidad, los costes de la crisis y, sobre todo, a dotar de mayor flexibilidad a la economía por la adopción de un sistema de economía de mercado que sustituyera nuestra tradición intervencionista secular, y a modernizar el sector público para que éste pudiera desempeñar sus funciones insustituibles en un sistema de economía mixta. El propósito final de estas medidas era, desde luego, superar la crisis económica, pero hacerlo sin alejarnos de la Europa comunitaria en la que deberíamos integrarnos. La firma del Tratado de Adhesión con la Unión Europea, en junio de 1985, supondría la llegada a una etapa bien lejana diez años antes pero que, en realidad, constituía un punto de partida porque fue desde entonces cuando, en verdad, se planteó el gran reto de aplicar con rigor el modelo de economía abierta por el que habíamos apostado, con dudas e infidelidades, en 1959, que había informado el contenido de los programas de ajuste a la crisis en 1977 y 1983, pero con el que era ahora necesario cumplir sin desviaciones para vivir en la Europa comunitaria y lograr la convergencia real con los niveles medios de producción, renta y bienestar de los países que la integraban.

			De esta forma, la modernización de la Hacienda pública se convertía en un objetivo vital de nuestra política y de nuestras aspiraciones sociales y económicas, en una zona yugular de la política económica en la que, en última instancia, iba —y va— a decidirse, en gran parte, la suerte de nuestra integración en la comunidad europea.

			¿En qué medida la Hacienda pública española y las reformas realizadas han modernizado su estructura y comportamiento? ¿Qué nos dicen los rasgos que caracterizan a la Hacienda pública de nuestra democracia sobre los problemas con los que llega a la década de los noventa y en qué medida esos problemas condicionan la integración y convergencia real de España con Europa? ¿Qué áreas de reforma de nuestra Hacienda pública tienen una importancia crítica en esta segunda mitad de los años noventa para modernizarla? Éstas son las preguntas que agolpa, de inmediato, cualquier entrada en el campo de la Hacienda pública española y que transmiten, diariamente, sus conocedores. Unas preguntas con respuestas trascendentes porque, en su acierto, se juega la suerte de la gran empresa española en este fin de siglo: su integración en la Comunidad Económica Europea.

			Tratar de responder a esas preguntas para definir el panorama de problemas de nuestra Hacienda pública y las áreas decisivas para afrontarlos exige partir de un conocimiento sumario de los rasgos dominantes a que ha respondido y responde la Hacienda pública de nuestra democracia.

			En mi opinión, esos rasgos son siete:

			
					La explosión del gasto público que describen, sin retórica, los datos de su participación en el producto interior bruto (PIB), situados en 1975 en el 25 % del total de nuestra producción, ascendidos en 1993 al 49,1 % del PIB. Ese crecimiento excepcional del gasto público ha contado con un claro intérprete que manifiesta el predominio de los gastos sociales, un aumento apreciable de los gastos de consumo interpretados por el crecimiento de la partida de sueldos y salarios, una presencia excesiva de los gastos de intervención del Estado en la economía y una marcha irregular de las inversiones públicas a las que se ha condenado a desempeñar el papel de partida de ajuste en etapas de exigencias y apuros presupuestarios.

					Multiplicación de la presión fiscal. Los impuestos pasan del 21,6 % del PIB en 1975 al 36 % en 1993. Ese crecimiento de la presión fiscal ha alterado las leyes de su comportamiento histórico: la reforma fiscal ha modernizado el reparto de la imposición siguiendo la pauta de la tributación europea, tal y como la definía el Comité Neumark. Los impuestos españoles han ganado, con la reforma tributaria, mayor potencia recaudatoria y flexibilidad, situando a los impuestos sobre la renta, al de sociedades y al IVA como figuras fundamentales. El defecto capital del sistema fiscal reformado reside en su aplicación pues ésta arroja un extenso fraude fiscal sobre el cual nuestras Administraciones públicas no han sido capaces de definir una estrategia eficiente que informara a un programa para reducirlo.

					La presencia del déficit público, el aumento constante de la deuda pública y la carga de intereses son los rasgos que evidencian, quizá con mayor claridad, el comportamiento del sector público en la democracia española.

					Restricción presupuestaria laxa e incumplimiento de la disciplina financiera. El presupuesto español no ha constreñido a la actividad financiera a lo largo de los últimos años. El incumplimiento de la previsión normativa del gasto público que contiene el presupuesto ha sido una característica constante de las liquidaciones presupuestarias. Esa laxitud presupuestaria la manifiestan todas las fases que el presupuesto recorre en su ciclo vital. La preparación, discusión parlamentaria, ejecución, financiación y control conceden oportunidades numerosas para que la ejecución del presupuesto supere a las cifras inicialmente previstas.

					Papel creciente de las Haciendas territoriales con un sesgo favorable al déficit y una propensión creciente al endeudamiento. Un rasgo perceptible y trascendente de la Hacienda pública de nuestra democracia es el papel creciente de las Haciendas territoriales que ha supuesto el Estado de las autonomías, definido por la Constitución de 1978, y el vigoroso crecimiento de las Haciendas de los municipios. Las Haciendas territoriales han ido interpretando un conjunto de gastos públicos con una presencia cada vez mayor en el gasto público total. Ese papel creciente de las Haciendas territoriales en el campo de las funciones del gasto no se ha correspondido con un proceso paralelo de descentralización fiscal lo que, unido al comportamiento presupuestario de las mismas, ha originado un sesgo favorable al déficit y al endeudamiento continuados a lo largo del tiempo. La actividad financiera se ha descentralizado y el déficit y el endeudamiento públicos también, todo lo cual define un área de problemas peculiares de la Hacienda pública de nuestra democracia que reclama la atención de quien la contempla y debe analizarla.

					Ingreso de España en el nivel supranacional de la Hacienda de la Unión Europea (UE) con efectos importantes en el nivel de la imposición y en los gastos comunitarios hacia España.

					Ausencia de las condiciones necesarias para un funcionamiento eficiente de las empresas públicas. El sector de empresas públicas en España tiene una importancia menor que en la UE, pero su problema básico, desde el punto de vista de nuestra Hacienda pública, son sus pérdidas financiadas, en última instancia, por el presupuesto. Esta dependencia de las empresas públicas del presupuesto denuncia dos rasgos negativos de su comportamiento. En primer lugar, su actuación al margen de la competencia y la eficiencia en la asignación de los recursos que administra. En segundo término, la laxitud de sus estrategias de gestión, situadas al margen de las reglas de disciplina financiera con consecuencias evidentes sobre la liquidación de nuestras cuentas públicas.

			

			Esa descripción de los rasgos de la Hacienda pública española manifiesta, con claridad, dónde residen sus principales problemas contribuyendo, así, a delimitar las áreas de reforma que deben decidir hoy la modernización de nuestra Hacienda pública al servicio del cumplimiento de los principios del modelo de mercado abierto, única alternativa para lograr la convergencia real de nuestra economía con las de la UE. En correspondencia con los rasgos que definen el comportamiento de la Hacienda pública de nuestra democracia y que denuncian sus principales problemas, resulta posible delimitar el área de una reforma necesaria que trate de plantearlos con acierto y resolverlos con fortuna. En esta área reformadora se incluyen, en mi opinión, las siete grandes tareas siguientes:

			
					La que abarca a la reforma necesaria de la política presupuestaria del servicio a la estabilidad. Existe hoy una coincidencia general en que la estabilidad constituye una condición básica para reducir la incertidumbre con la que operan los agentes económicos y permitir que los precios transmitan una información correcta para adoptar decisiones eficientes y practicar los ajustes reales que demanda el crecimiento económico. La voz autorizada de Stanley Fischer, en su reciente y luminosa contribución a la celebración del tercer centenario del Banco de Inglaterra, ha ordenado los argumentos en que descansa esa política de estabilidad, frecuentemente menospreciada en muchos círculos de opinión y por no pocos economistas españoles que subvaloran las consecuencias negativas que, sobre el desarrollo económico, ocasiona la inflación. Como Fischer afirma, la tasa de inflación de una economía presenta una asociación negativa con el desarrollo económico. Una interdependencia que el profesor Raymond ha apreciado como muy elevada en el contexto de los países de la UE. Y por ello la inflación afecta a la tasa de la inversión y al empleo de la mano de obra en los procesos productivos, así como a la productividad, factores fundamentales condicionantes de la convergencia real. La inflación afecta a la productividad de la economía por distintas vías. La inflación traduce, en primer lugar, las rigideces de la economía que impiden la asignación eficiente de los recursos económicos; el nivel de inflación, por otra parte, afecta a su variabilidad y al desvío consecuente de recursos hacia actividades costosas (y no productivas) encaminadas a protegerse de la inflación; la tasa de inflación afecta, también, a su impredecibilidad, alimentando la mala asignación de recursos; la inflación ocasiona, en fin, efectos negativos sobre la pérdida de competitividad de los sectores con productos comercializables y el correspondiente trasvase de recursos hacia el sector de bienes no comercializables con la consiguiente disminución del ritmo de desarrollo y productividad total de los factores. Por otra parte, la tasa de inflación ejerce una acción negativa adicional sobre la tasa de inversión por la incertidumbre que la inflación genera y afecta, también, negativamente, por esta misma razón, al conjunto de mano de obra que puede incorporarse a los procesos productivos. Todas esas consecuencias avalan que la política de convergencia de la UE sitúe a la estabilidad de precios como primera condición del crecimiento sostenido de los países que la integran.
	Pues bien, existe hoy una coincidencia general, en los análisis de la experiencia española, en que la mezcla de las políticas monetaria y presupuestaria al servicio de la estabilidad ha constituido una elección ineficiente y costosa para luchar contra la inflación. Las causas de esta elección desafortunada derivan de tres frentes: la falta de control del crecimiento del gasto público, el déficit público continuado más el crecimiento de la deuda pública y la laxitud del presupuesto en todas las fases del ciclo presupuestario. Desde esos tres frentes se ha impulsado, en España, una política presupuestaria laxa y procíclica que dejaba abandonada a la política monetaria las tareas de la estabilidad. Variar ese comportamiento exige actuar en tres direcciones diferentes: control y contención del gasto público consolidando su nivel, evitar la orientación procíclica del presupuesto y mantener un crecimiento de la deuda pública sostenible; el déficit público, en cualquier caso, debe encontrar su financiación al margen de cualquier ayuda, directa o indirecta, del Banco de España, como la realizada durante los años vividos por nuestra democracia. Aquí se cuenta, al menos, con la existencia de un precepto, el artículo 104 del Tratado de la Unión Europea, que ha incorporado el artículo 51 de la Ley de Presupuestos de 1994 a España y que obligará a un comportamiento nuevo de nuestra Hacienda pública, consistente en que el Tesoro Público no podrá acudir a la financiación del déficit público.

	Quedan pendientes, sin embargo, las reformas precisas para lograr que el presupuesto, tanto del Estado como de las Haciendas territoriales, elimine los elementos de laxitud y restablezca una presupuestación estricta y el cumplimiento de las reglas de disciplina financiera, así como unos criterios contables que den transparencia a todos los presupuestos. Por otra parte, es indispensable evitar la orientación procíclica en el presupuesto en su aplicación efectiva. Un principio elemental, hasta ahora incumplido.





					La reforma del gasto público constituye la segunda área de modernización del sector público español. Un propósito reformador en el que apuntan tres líneas fundamentales: las dirigidas a controlar el crecimiento del gasto público mediante una política de consolidación presupuestaria, las orientadas a conseguir una composición óptima de su estructura y las que mejoren la gestión del gasto público, obteniendo el mayor beneficio posible de los recursos utilizados.

					Es necesario afirmar que esa política de contención del gasto público plantea, como área de reforma independiente, la revisión del actual sistema de Seguridad Social. La crisis del sistema de reparto de la Seguridad Social española constituye una realidad inesquivable, que la convierte en un problema con solución irrenunciable en un futuro inmediato. La evolución demográfica española, la relación futura de cotizantes y perceptores y el propio crecimiento de la renta sitúan la insostenibilidad del sistema en un horizonte lejano temporalmente, pero próximo respecto del tiempo reclamado por las medidas necesarias para evitarla.

					Las reformas necesarias en la imposición discurren, en las propuestas disponibles, por tres líneas fundamentales: la primera, generalizar el cumplimiento tributario tratando de articular una lucha eficiente contra el fraude fiscal. La existencia de un fraude fiscal importante y la inexistencia de un programa eficiente y públicamente comprometido, capaz de ganar credibilidad general al proceso de su reducción, constituyen un atentado al reparto equitativo de la imposición y al cumplimiento de las obligaciones fiscales. De modo que esa represión del fraude debería figurar a la cabeza de las reformas que deben proponerse para modernizar la imposición española. En segundo lugar, parece indispensable repasar el conjunto de la imposición española para corregir las distorsiones económicas que ocasiona la regulación actual de sus figuras tributarias, tanto en la determinación de sus bases como en el nivel de tipos y tarifas. Finalmente, es preciso mantener la recaudación impositiva, afectada, además, por la convergencia fiscal con la comunidad europea para evitar el ensanchamiento del déficit público.

					Los conocedores de las Haciendas territoriales han destacado, con general coincidencia, los problemas principales a los que debe atender su reforma: en primer lugar, la definición de los niveles de la Hacienda pública, basada en la eficiencia del gasto público evitando costosas duplicaciones entre las distintas Administraciones públicas; en segundo lugar, el aumento obligado en la corresponsabilidad fiscal que no acaba de recibir las soluciones que precisa y, en tercer lugar, evitar la propensión al endeudamiento mediante la definición operativa de un escenario de consolidación fiscal que sea respetado.

					La integración de la economía española en el área comunitaria y en su Hacienda pública suscita interesantes cuestiones sobre nuestra aportación a la financiación de la Hacienda pública comunitaria y la ordenación del conjunto de transferencias recibidas de la comunidad.

					Es preciso, también, finalmente, afrontar la reforma de la empresa pública. En tres objetivos debería concentrar sus esfuerzos este proceso reformador: en la precisión de los objetivos y el marco de actuación de la empresa pública, en el cumplimiento de las reglas de disciplina financiera en condiciones de competencia y, finalmente, en la existencia de un programa de privatización que debería atender a sus distintas finalidades, que debería ser públicamente conocido y programado temporalmente.

			

			La importancia y extensión del conjunto de reformas que definen las siete áreas expuestas y de cuya realización depende la modernización de la Hacienda pública española conceden a las mismas una importancia difícil de exagerar. Contribuir a esa tarea de la modernización de la Hacienda pública de España debería convertirse en el centro de atención prioritaria de los hacendistas españoles para interpretar las múltiples tareas que esa modernización les demanda. En primer lugar, parece necesario disponer de una agenda reformadora de nuestra Hacienda pública que oriente a la sociedad sobre sus áreas principales y el contenido de los proyectos que deban integrarla. La modernización que supuso la reforma tributaria, iniciada en 1977, tuvo tras de sí los Libros Verde y Blanco a los que nuestros hacendistas dedicaron, generosamente, mucho tiempo y trabajo invertidos desinteresadamente en su intento reformador, entonces poco probable pero finalmente realizado. Esos documentos y la difusión de su contenido fueron ganando a la opinión pública y a la opinión política del país que, a través de los partidos con representación parlamentaria, aprobaron, por consenso, sus líneas directrices en los Acuerdos de la Moncloa. Esa reforma tributaria implantaría un cuadro impositivo vigente en Europa, dotando al sistema tributario español de una suficiencia y flexibilidad de las que carecía. Este proceso reformador podía y debería convertirse en un precedente del trabajo que hoy necesitamos: contar con una agenda reformadora que presente, analice, priorice y defina el contenido de las áreas en las que debe actuarse para lograr esa modernización de la Hacienda pública que necesitamos. En segundo lugar, resulta indispensable hacer llegar a la opinión pública el contenido, la lógica y las finalidades pretendidas por las reformas que tratan de servir a su modernización. No es posible modernizar la Hacienda pública en una democracia sin difundir su propósito y contenido. En tercer lugar, resulta indispensable elevar el conocimiento de los principios y conceptos básicos de ésta a un núcleo, crecientemente ampliado, de universitarios y profesionales, realizando esa labor pedagógica, a la que se ha referido el profesor Tortella, que extienda y arraigue las ideas económicas y principios fundamentales que, si no se adquieren y comparten por la sociedad, dificultarán hasta impedir cualquier modernización de nuestra Hacienda pública.

			Es al servicio de esa insustituible labor pedagógica, en que ha de fundamentarse la necesaria modernización de nuestra Hacienda pública, donde encuentra su mejor argumento la defensa de este manual que nos ofrecen Juan Corona y Amelia Díaz. Porque su exposición de los principios básicos de la Hacienda pública, asistida por más de diez años de experiencia docente de sus autores, facilita ese acceso a sus conocimientos básicos a un grupo muy amplio de lectores: universitarios del extenso campo cubierto por las ciencias sociales (derecho, económicas, ciencias políticas y sociología); profesionales de muy distinta especialización que se enfrentan con la necesidad de disponer de conceptos de la Hacienda pública porque los problemas con los que tratan están, por fuerza, envueltos en las decisiones de un sector público que, como el español, abarca ya la mitad de la actividad económica nacional; en este grupo de profesionales deben incluirse quienes sirven a las tareas de información de la sociedad que tantas veces juzgan las decisiones de las autoridades financieras sin el apoyo de un conocimiento suficiente de los principios y conceptos básicos de la Hacienda pública y, finalmente, pero en manera alguna en último lugar, el estudio y el trabajo de esta obra podría beneficiar a los políticos profesionales cuyas decisiones no pueden adoptarse, con solvencia, ignorando o no conociendo, con precisión, principios fundamentales de la Hacienda pública de nuestro tiempo.

			Esta aportación pedagógica de la Teoría básica de Hacienda pública de Juan Corona y Amelia Díaz, cuenta, pues, con una amplia demanda que, estoy seguro, se hará presente en la sociedad española con una intensidad y extensión crecientes de suerte que yo vaticino, para sus autores, la llegada de nuevos competidores que les disputarán el dominio de esa demanda de su producto, lo que contribuirá, como toda competencia, a la mejora del excelente contenido de su manual al que auguro una cadena prometedora de sucesivas ediciones.

			Como afirmaba el gran maestro austriaco de economía y Hacienda pública, Joseph Schumpeter, uno de los mejores conocedores del sistema de competencia, la suerte de los «pioneros» de cualquier producto que llegue al mercado es contar con la ventaja de descubrir una necesidad y liderar su satisfacción con beneficio. El libro de Juan Corona y Amelia Díaz ha llegado el primero para atender a esa demanda que sirve a una necesidad urgente de la sociedad española como es la de extender y generalizar el conocimiento de la Hacienda pública que tanto puede contribuir a la gran empresa colectiva de esta década: la modernización de las instituciones financieras y fiscales, de la que, indispensablemente, precisa el progreso económico de España.

			ENRIQUE FUENTES QUINTANA
Madrid, 1994
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